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RESUMEN: Desde hace más de un siglo, las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social han venido realizando una labor de colaboración de inestimable valía en el campo de gestión del sistema de Seguridad Social, régimen competencial que se ve engrandecido, a mediados de la década de los noventa, con la acción operativa en materia de prevención de riesgos laborales. Sin embargo, transcurrida la primera década del siglo XXI, el legislador se plantea una serie de dudas sobre la realidad de estas entidades que no sólo afectan a cuestiones de contenido como puedan ser su régimen de financiación o la presencia en las mismas de representantes de los trabajadores, sino también a cuestiones dogmáticas como cuál es, en verdad, la naturaleza jurídica que las informa. Ésta es, así las cosas, una reflexión crítica y personal sobre lo que cabe aventurar como una futura y novedosa nueva dimensión para las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social.
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A NEW DIMENSION FOR COOPERATIVE INSURANCE SOCIETIES AS COLLABORATIVE AGENTS IN THE SOCIAL SECURITY SYSTEM FOR OCCUPATIONAL ACCIDENTS AND PROFESSIONAL ILLNESSES 

ABSTRACT: For more than a century cooperative insurance societies of the Social Security system that deal with occupational accidents and professional illnesses (Spanish acronym: MATEPSS, from Mútuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Professionales de la Seguridad Social) have been providing collaborative input of inestimable value in the field of the management of the Social Security system. This is a sphere of influence that was expanded in the nineties, with operational actions in matters regarding the prevention of occupational risk. However, after the first decade of the 21st century, the legislator is now posing a series of concerns regarding the real situation of these agencies that not only affect content issues, such as the financial regime or the presence of employee representatives in them, but also aspects of dogma, such as the juridical nature underpinning them. In light of this, the present work is a critical and personal reflection on what could be considered a novel dimension in the future for cooperative insurance societies for occupational accidents and professional illnesses involved in the Social Security system.
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I.	INTRODUCCIÓN

Las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social (en adelante MATEPSS), representan en la actualidad uno de los principales bastiones para la gestión -en ocasiones y según para qué materias no meramente complementaria- del sistema de Seguridad Social. La presente máxima, acaso demasiado directa para los términos de introducción que planteo pero razonable en su propuesta de credibilidad, ha venido solidificándose en las últimas décadas con apoyo no tanto en su reflejo normativo de legalidad y reglamentación ejecutiva, sino más bien, y sobre todo, con fundamento en su exponente empírico, consecuencia ésta que no resulta predicable de tantas otras realidades sociales que, a nivel institucional, ha tenido la oportunidad de enmarcar el Derecho con mayúsculas.

Sin embargo, algo parece estar cambiando en los últimos tiempos. Para ser más concreto tanto en la delimitación temporal como en la precisión del fondo temático, en el bienio 2010-2011 se formulan unas propuestas de reforma sobre el general edificio jurídico de la institución -y en particular sobre su importante aunque vidrioso régimen competencial- cuya exégesis oferta una doble interpretación: o las MATEPSS no funcionan bien o, sin dudar de su buen hacer, éste es manifiestamente mejorable. Como muestra, el botón que representa la Ley 32/2010, de 5 de agosto, por la que se establece un “sistema específico de protección por cese de actividad de los trabajadores autónomos”​[1]​ que, a través de su disposición final sexta, articula una severa vuelta de tuerca al operativo que las MATEPSS pueden desarrollar en el ámbito competencial de la prevención de riesgos laborales.

Llegados a este punto y presentadas ambas proposiciones -no necesariamente contrapuestas como cabe observar- es necesario formular una conclusión como si de un silogismo se tratare; una proposición que, enunciada en términos interrogativos, enarbola la esencia de mi reflexión: ¿es conveniente, por no decir necesaria, una nueva dimensión para las MATEPSS? La pregunta, como a buen seguro el lector ya habrá deducido, viene alimentada por la reforma que sobre la inabarcable Seguridad Social se instrumentaliza a lo largo de 2011 con asiento, originariamente, en el proyecto presentado en la primavera de 2011​[2]​ y, ulteriormente, con la versión definitiva de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre “actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social”​[3]​, dos manifestaciones normativas, pues, que si bien comparten a modo de común denominador la sintaxis de sus respectivos preámbulos en referencia a las MATEPSS así como su ubicación formal en la disposición adicional decimocuarta, discrepan, empero, de los contenidos a tratar, siendo particularmente subrayable el llamamiento efectuado por la última versión legal a favor de una nueva reglamentación sobre el régimen jurídico de las MATEPSS. ¿Por qué el legislador siembra dudas sobre el Derecho de las MATEPSS? ¿Verdaderamente hay que pensar que resulta conveniente, por no decir preceptiva, una nueva dimensión para esta realidad institucional?

II.	PROPUESTAS PARA LA REFLEXIÓN SOBRE EL FUTURO DE LAS MATEPSS

Enlazando con el hilo argumental presentado en el término de la introducción, el legislador de la reforma de 2011 condiciona al Gobierno de la nación a una reestructuración del marco normativo que ampara el devenir de las MATEPSS. A este respecto y lejos de pretender anclarse en una lacónica declaración de intenciones, oferta un paso adelante y postula cuáles han de ser los aspectos temáticos básicos sobre los que asentar el pretendido nuevo arquetipo legal para estas entidades. Así las cosas, a continuación planteo una reflexión personal sobre esas cuatro grandes cuestiones, una introspección de lege ferenda que siguiendo el mismo orden de prelación sistemática que el legislador dispone -nunca se sabe si además coincidente con la mayor o menor notoriedad que cada una tiene en la práctica- debiera posibilitar más y mejores elementos de juicio sobre el futuro a corto plazo de las MATEPSS.

Para empezar y como si de una relación a título enumerativo se tratare, los cuatro temas de análisis que se colocan encima de la mesa son: régimen de competencias, naturaleza del ente así como anclaje en la nueva realidad institucional de la Seguridad Social, régimen económico y derecho de participación en sus órganos de gobierno y control.

1.	Sobre el régimen competencial

En base a la referencia normativa más básica que a estos efectos materializa el artículo 62.2 del Texto Refundido por el que se aprueba la Ley General de la Seguridad Social (en adelante TRLGSS), las actividades sobre las que las MATEPSS pueden ejercer su diligencia de colaboración acotan una superficie sustentada sobre cuatro vértices: gestión de contingencias provenientes de riesgos profesionales, prevención de riesgos laborales, colaboración en la administración de la prestación por Incapacidad Temporal (en adelante IT) originada en riesgos comunes y, finalmente, una puerta abierta que les ha de permitir, llegado el caso, ser titulares de nuevos campos de actuación. Merece la pena una reflexión crítica al respecto de cada uno de los mismos.

1.1.	La colaboración en el ámbito de los riesgos profesionales

Resulta factible comenzar recordando que las MATEPSS inician su andadura a principios del siglo XX como entidades aseguradoras, o para ser más preciso y en terminología ya acuñada por destacados especialistas, auto-aseguradoras​[4]​ (sin ánimo de lucro) de los empresarios que las constituían al efecto de cubrir la responsabilidad objetiva de los mismos ante el acaecimiento de contingencias originadas en un riesgo profesional; se edifica así el conocido principio de especialidad en su campo de acción. Cabe apuntar, de manera complementaria, que esta operativa la desarrollaban en competencia con las compañías de seguro, propiamente dichas, uno de cuyos postulados fundamentales, aquí sí, es el ánimo de lucro, pugna que se ha de mantener hasta la génesis del actual sistema de protección social cuya primaria manifestación normativa habrá de suprimir tal interés comercial en la gestión de la Seguridad Social​[5]​.

Cabría postular, así las cosas y con un cierto grado de atrevimiento, que si un día se crearon las MATEPSS fue para el gobierno de esta partida temática, afirmación que a día de hoy obtiene una prueba de indudable valía en los datos estadísticos que se derivan del estudio de campo efectuado por la Asociación de Mutuas de Accidentes de Trabajo y que elevan en el último año la cuota de participación en estos entes hasta casi un 98 por cien (empresarios asociados) y más de un 95 por cien, para los trabajadores afectados​[6]​. 

Así las cosas y como resulta evidente deducir de ello, si una referencia en torno al futuro de las MATEPSS debe simbolizar el pistoletazo de salida en una norma reformadora es precisamente éste, el de revitalizar su notorio grado de influencia cuando de acción protectora sustentada en riesgos específicos se trate, y digo bien, revitalizar, por cuanto -siempre de manera aproximativa- desde el último sexenio se aprecia una cierta disminución en el mando de las MATEPSS respecto al riesgo profesional que, es notorio, deviene contradictoria con su propia esencia​[7]​. No obstante y retomando la reflexión con la que iniciaba este párrafo, ese planteamiento de enmienda normativa que acaba de ver la luz suscita el inconveniente de que se queda ahí, esto es, no ofrece ningún paso adelante, no agrega ni siquiera una mínima pista del por qué a partir de ahora el papel de las MATEPSS puede ser aún más relevante en esta fundamental cobertura social, de tal manera que, a mi modo de entender, la prerrogativa legal enmarcada en la disposición adicional decimocuarta (apartado a) de la Ley 27/2011 debe ser sistemáticamente interpretada con el artículo 7 de idéntico texto legal, el cual predispone una ampliación de asistencia por riesgo profesional condicionada, subjetivamente, a las nuevas altas que se tramiten y, temporalmente, al comienzo de 2013.

Siendo así las cosas, cabe pensar que, al menos en términos de probabilidades estadísticas, las opciones de más quehacer para las MATEPSS son una realidad palpable. Si su cometido de administración primario son los riesgos profesionales y acontece que éstos pasan a considerarse acción obligatoria en todos los regímenes del sistema institucional, no resulta descabellado pensar que las MATEPSS van a ganar en dedicación; además, si a este argumento se le añade la influencia que en materia de administración institucional puede implicar la nueva Agencia Estatal de Administración de la Seguridad Social​[8]​ y el posible efecto rebote por causa de incertidumbre a favor de las MATEPSS, considero que hay razones contundentes para que resulte beneficiado el papel futuro de las MATEPSS en el plano de colaboración de los riesgos profesionales.

1.2.	El aporte en materia de prevención de riesgos laborales

Nos hallamos, acaso, ante el punto temático de inflexión que mediatiza gran parte de las dudas actuales y, por ende, el futuro más cercano de la institución. Como resulta ciertamente probado a estas alturas del guión, dentro del elenco de derechos que todo trabajador ostenta por el hecho de ser tal es a mayor detalle el concerniente a la seguridad y salud en el trabajo el que se erige con mayor notoriedad -dentro de los que cabría denominar complementarios en tanto sometidos al derecho a una retribución como contrapartida sinalagmática a la prestación de un trabajo- en el desarrollo de la relación laboral; quizá por ello, desde hace algo más de una década y media -concretamente desde el génesis que a estos efectos enmarca la Ley 31/1995 de “Prevención de Riesgos Laborales”- se han sucedido los acontecimientos en orden a garantizar tal prerrogativa, siendo a buen seguro los principales el trámite de sensibilización a las empresas para el resguardo medioambiental en el trote de su producción así como, paralelamente y de manera compensatoria, la atribución al empresario de más y mejores instrumentos en orden a la canalización de este capital objetivo. Aquí es, precisamente, donde cabe enraizar la aptitud funcional de las MATEPSS en el siempre complejo espacio de la seguridad y salud, una novedosa tarea de esencia preventiva que pasa a convivir con la de orden reparador materializada en la colaboración, en el plano de gestión, con el sistema de Seguridad Social.

La referencia normativa de la que resulta preceptivo partir para sobre la misma poder conectar con la posible reglamentación futura que postula el legislador en 2011, es el artículo 32 de la Ley 31/1995, ya que es el que de una manera más directa confirma la opción para que las MATEPSS puedan tener cabida en el gobierno de la materia como servicio de prevención ajeno​[9]​. Sin embargo, esta misma dicción legal articula también el albor para los problemas que en la temática se están desatando desde hace algo más de un año puesto que, por efecto de la ya mencionada Ley 32/2010 sobre protección por cese de actividad en autónomos -ya fue advertido en la introducción- se revoluciona el artículo 32 de la Ley 31/1995 para del mismo excluir la opción de las MATEPSS de poder participar en tareas preventivas al amparo de una organización específica propia y quedar en consecuencia condicionada a los dictados de una, así denominada, sociedad de prevención​[10]​.

Por todo lo expuesto, cabe afirmar que a día de hoy nos hallamos en una situación intermedia. Por un lado, tenemos un régimen jurídico que ya no está en vigor desde finales de 2010​[11]​, pero, por otra parte, aún no ha emergido la que ha de ser novedosa regulación de estas cuestiones. Evidentemente, se trata de una temporal pero peligrosa situación de indefinición jurídico normativa que, no obstante, ha resultado parcialmente aplacada por la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social mediante una Resolución de fecha 5 de noviembre de 2010 cuyo fin último es el de conducir la tesitura de transitoriedad recién descrita​[12]​.

En opinión personal, late en el trasfondo de la cuestión un problema más grave de lo que en un primer momento pudiera parecer. Ya ha sido mencionado que junto a la flamante aptitud en el ámbito de la prevención, las MATEPSS vienen ostentando una función prioritaria cual es la concerniente a la complementariedad en la gestión (no de manera exclusiva) sobre riesgos profesionales, de tal manera que ambas prerrogativas cohabitan en el tejido de esta realidad corporativa. Este aspecto termina degenerando -seguramente sin intención pero con una más que evidente plasmación empírica- en una enmarañada controversia al tratar de conjugar una premisa predominantemente pública -gestión del sistema en materia de riesgos profesionales- con otra de un corte más privativo -prevención de riesgos- en tanto depende, quizá de manera aventajada pero no ya en franquicia absoluta, recuérdese, de un círculo de empresas asociadas. Así las cosas, la trama que se atisba en el horizonte y a la que me refería al comienzo de este mismo párrafo es la pertinencia, en términos colindantes a la necesidad, de separar radicalmente las funciones de servicio preventivo y de colaboración en la gestión del sistema. Ahora bien, ello no obsta para decir que, con ser merecedor este planteamiento de un estudio más detallado por cuanto la doctrina no es unánimemente coincidente​[13]​, no me parece acertado el modo en que queda articulado tras la reforma del artículo 32 de la Ley 31/1995, porque la ya mencionada sociedad de prevención, aunque conexa, ostenta una naturaleza y personalidad jurídica independiente respecto de las MATEPSS, lo cual llevaría a concluir, no sin ciertos ambages por la provisionalidad del tratamiento normativo, que realmente las MATEPSS, en cuanto tales, no es que reciban distingos en su espacio funcional, es que se han visto exceptuadas de una otrora competencia directa en materia de prevención de riesgos laborales. 

Una vez más, se comprueba, no se aprecia una claridad de ideas sobre el presente, y lo que es peor, tampoco sobre el futuro más inmediato en el papel de las MATEPSS al respecto de una de las atribuciones más importantes de las que se puede hacer gala en el moderno Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.

1.3.	IT por riesgos comunes

A nadie puede escapar que, en la actualidad, la prestación por causa de IT es una de las más importantes pero también una de las más controvertidas medidas de tutela frente a la situación de necesidad que representa una imposibilidad (momentánea) para la práctica laboral​[14]​. Es sabido que la IT aplica un doble parámetro de cobertura: económico, por un lado, a través del reconocimiento de un subsidio a quien cumpla los requisitos pertinentes, y técnico, en especie, en el reverso de la moneda, el cual queda materializado en la asistencia sanitaria. Pues bien, ocurre que a día de hoy la grave y global crisis económica condiciona la dimensión cuantitativa de financiación presupuestaria de la IT; pero es que, además, la perspectiva cualitativa que implicaría el control en su dinámica y gestión queda en tela de juicio, particularmente si se piensa en el gobierno de la asistencia sanitaria germinada en riesgo común, pues es uno de esos campos de acción en que, a pesar de la inestimable ayuda que las MATEPSS pueden aportar a los Servicios Públicos de Salud autonómicos en términos de agilidad y eficacia, sólo se ve el lado oscuro que ofrecen las consecuencias derivadas de la evidente falta de instrumentos para la gestión de la protección hasta un límite que raya con la discriminación​[15]​. Esta percepción tan negativa de la IT, acaba por influenciar, con idéntico talante, a las MATEPSS, las cuales, poco menos que sin comerlo ni beberlo, se ven afectadas por irradiación de esta adversidad. Quizá pensando en ello y aun teniendo presente esa futura y gran reforma en el edificio jurídico de las MATEPSS, el legislador aporta un nuevo instrumento normativo para mejor gobernar aquello que, en la realidad empírica, es una de las labores más importantes a desarrollar por estas entidades colaboradoras​[16]​.

Con todo y con ello, nuestras protagonistas continúan con su colaboración -aquí de esencia reparadora- en el marco de esta prestación por IT, siendo preceptivo recordar además por la importancia que implica y sin temor, por ende, a la reiteración, que lo hacen tanto por riesgos comunes como profesionales, aspecto que permite enlazar con nuevas controversias en la temática que tienen su origen en un corte prioritariamente administrativo. Efectivamente, en la formalización de la relación de Seguridad Social, más concretamente en el principal trámite de encuadramiento que concierne a quien a la postre resulte titular de la organización productiva, esto es, el acto administrativo de la inscripción de empresa, destaca el hecho de que, junto a la inscripción propiamente dicha, coexisten otras dos formalidades que merecen una particular reseña aun siendo sobradamente conocidas por el estudioso de la materia. La primera, por haber sido ya presentada en este trabajo en cuanto a la finalidad que persigue, es la opción de aseguramiento y tiene que ver con la disyuntiva entre entidad gestora o colaboradora para el gobierno de la tutela por causa de riesgo profesional; la segunda, por ser el centro neurálgico de este apartado, la opción de cobertura que pende sobre los mismos sujetos electores y elegibles, esta vez para el amparo frente a la contingencia de IT para el trabajo auspiciada en riesgo común.

En lo que concierne, así pues, a esta medida de tutela, lo cierto es que los números del último bienio son ilustrativos por sí solos: del incremento experimentado en 2009 equivalente a 88,05 millones de Euros, se salta en 2010 a 310,15 millones de Euros​[17]​, manteniéndose además las buenas expectativas para el ejercicio en curso. Así las cosas, nos encontramos ante el ejemplo más evidente de eficacia en la gestión por parte de estas entidades, el cual se verá todavía más engrandecido por el síndrome llamada que para los empresarios tienen estas evidencias, así como también -algo que ya ha sido apuntado pero que interesa reiterar- por el efecto rebote que a favor de las MATEPSS generará la nueva Agencia Estatal de Administración, que engullirá el espíritu y aglomerado competencial tanto del INSS como de la TGSS. Más que posiblemente, la desconfianza hacia lo desconocido puede jugarle una mala pasada al futuro ente gestor público.

Sin embargo y ubicándonos imaginariamente en el otro platillo de la balanza, resulta preceptivo el no dejar de lado una realidad que se halla al otro lado del telón, una tesitura que representa la cara inversa de la moneda y que, por ende, contrasta de manera más que notable con las palabras que acaban de ser traídas a colación. Me refiero a la denominada crisis de identidad​[18]​ que desde la década de los noventa del siglo XX, aproximadamente, azota con virulencia la naturaleza de las MATEPSS. Esta cuestión, no obstante, recibirá un abordaje taxativo en el apartado II.2 de este trabajo; así las cosas, sirva por el momento la presente mención para mantener alerta la intriga del lector y poder delimitar este análisis en la etiquetada crisis funcional en tanto exponente de las limitaciones que las MATEPSS tienen a la hora de coordinarse con el INSS en la gestión del sistema.

La controversia tiene su origen en la siguiente reflexión: aun cuando las MATEPSS se han visto beneficiadas con un incremento de su régimen competencial -léase, en particular, la opción de colaborar en la IT derivada de riesgos comunes- sin embargo no han recibido los instrumentos necesarios para desenvolverse con plena soltura en el gobierno de tales prerrogativas. Prueba de esta afirmación, es la existencia de numerosos problemas en la concordancia de actividades con el ente público, algunos de los cuales conviene presentar a continuación, casi enumerar​[19]​, a fin de obtener una conclusión final, a modo de común denominador, que habrá de justificar esa venidera reglamentación, al fin y al cabo, esa nueva dimensión para las MATEPSS.

Tres son, conforme a lo que se acaba de decir y de manera exponencial, los problemas que contribuyen a basar la mencionada afirmación: la competencia para la calificación del riesgo del que deriva la contingencia, el cambio de entidad para el gobierno de la prestación y el grado de responsabilidad de la MATEPSS en el abono del subsidio ante incumplimiento empresarial. 

En lo que concierne, en primer lugar, a la competencia para la calificación originaria o ulterior (posible) recalificación de un riesgo como genérico o específico, es lo cierto que a lo largo de la primera década del siglo XXI el legislador ha ido ofreciendo diferentes tumbos normativos​[20]​ para, bien conceder poder a las MATEPSS en esta premisa​[21]​, bien atribuir competencia exclusiva al INSS​[22]​, pues no se trata esta disyuntiva en línea de orden jerárquico​[23]​. No obstante, es verídico y por tanto objeto de reconocimiento que, a menudo, la voluble semántica o el recurso a una sintaxis diferenciada puede contribuir a dificultar la exégesis​[24]​.

En segundo lugar y por lo que atiende a un verosímil cambio de entidad para el chequeo de esta concreta acción protectora, la eterna controversia gira en torno a cuál es el ente que asume el cargo de la prestación, esto es, si hay continuidad en la obligación de quien ya lo venía sopesando o, por el contrario, si ha de ser la nueva entidad la que abarque tal responsabilidad​[25]​.

Finalmente, en tercer y último lugar, por lo que respecta a la responsabilidad subsidiaria de la MATEPSS ante impago de la empresa, la duda surge en torno a la posible operatividad de la MATEPSS de repetir contra el INSS ante la no atención en el cargo de una IT originada en riesgo común. Un exponente más, al fin y al cabo, de las diferencias de acción protectora, dinámica y gestión que se sustentan en el diverso origen, común o profesional, de la contingencia que se cubre.

Pues bien, lo más importante de esta triple hipótesis que se acaba de presentar, no es precisamente el hecho de que todas tengan ya una solución -que realmente la tienen- sino la fuente jurídica de la que tales determinaciones emanan: la jurisprudencia. En efecto, para la calificación del riesgo del que emana la contingencia, el Tribunal Supremo consolida una línea interpretativa a cuyo tenor la competencia reside en el INSS para evitar, no sin ciertos ambages en la exégesis por parte de la doctrina, una situación de indefensión contra el administrado​[26]​. En segundo término y por lo que conlleva al posible cambio de entidad, es también el máximo exponente de la jurisdicción ordinaria quien dictamina a favor del principio de reparto​[27]​. Por último y en aquello que toca a la responsabilidad de la MATEPSS por impago empresarial, el Tribunal Supremo clarifica que, ante riesgo común, el INSS es responsable subsidiario de la MATEPSS, no de la empresa​[28]​.





En base a lo dispuesto por el artículo 62.2.d) TRLGSS, la disposición del entramado funcional de las MATEPSS es abierta, ya que se habilita una espita a favor de las mismas sobre nuevos campos de actuación. Esta válvula legal ha servido para que, de un cierto tiempo hasta el presente, nuestras protagonistas hayan ganado enteros en relación a la colaboración sobre gestión. Me centraré en dos grandes ejemplos que, en conjunto, revalorizan el papel de las MATEPSS: el trabajo autónomo y la gestión sobre ciertas prestaciones vinculadas al ámbito familiar.

En aquello que conecta con el trabajo autónomo, la presencia de las MATEPSS en el plano de la cobertura de quienes se encuadran en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos (en adelante RETA) es no sólo progresiva sino también notoriamente superior. En la historia más reciente -no me voy más allá de una década de retrospección- en este ámbito no se distinguía entre riesgos comunes y profesionales hasta que, tras un primer intento fallido de extensión a riesgos específicos en el “Acuerdo para la mejora y desarrollo del sistema de protección social” de 2001, se retoma el testigo con la Ley 53/2002 de acompañamiento a Presupuestos Generales del Estado, la cual habilita la opción para que los trabajadores del RETA puedan mejorar voluntariamente su tutela mediante la anexión de riesgos profesionales si, previamente, han optado por la IT en riesgos comunes​[29]​. Aquí es precisamente donde cabe ubicar un primer y novedoso exponente de la importancia en la gestión de las MATEPSS, pues desde el Real Decreto 1382/2008, de 1 de agosto, que modifica el artículo 74.1 RMATEPSS, es no ya una opción sino una obligación recurrir a estas entidades para la mediación de la IT en el RETA​[30]​. Así las cosas, cabe comprobar que el papel de las MATEPSS en la materia comienza a ser decisivo; sin embargo, no finaliza aquí la reflexión al respecto de esta concreta materia pues desde la Ley 20/2007, de 11 de julio, por la que se aprueba el “Estatuto del Trabajo Autónomo” (en adelante LETA)​[31]​, la posibilidad de cobertura por IT de los autónomos deja de ser tal para pasar a ostentar tenor de obligatoriedad​[32]​; además, con la Ley 27/2011 la acción protectora frente a riesgos profesionales -ya ha sido señalado- pasa a tener carácter preceptivo para todos los regímenes del sistema institucional​[33]​.

En segundo término y sin abandonar el espacio del trabajo por cuenta propia, rememorar el decidido avance que nuestro legislador promueve al respecto de la protección social de los trabajadores autónomos, con especial llamamiento a la cobertura frente a desempleo. La misma despega con la disposición adicional cuarta LETA, prosigue con la ya mencionada Ley 32/2010 que, a su vez, se desarrolla recientemente con el Real Decreto 1541/2011, de 31 de octubre​[34]​, en lo que afecta a la específica prestación por cese de actividad. Pues bien, en estas dos últimas normas citadas, se contienen referencias absolutamente clarividentes a favor de las MATEPSS como órgano gestor encargado del gobierno de tal instrumento de cobertura​[35]​, pues se trata de una contingencia vinculada a un tenor netamente profesional al tiempo que representa (la entidad) el instrumento más adecuado para tal función en base al carácter mixto del sistema de cobertura y cotización que enmarca dicha acción protectora​[36]​.

En fin, se trata de dos espacios temáticos que, directa o colateralmente, refuerzan la planta de las MATEPSS en la gestión de importantes competencias relacionadas con el trabajo autónomo, siendo ésta una tendencia que se reforzará de cara al futuro y que conviene sistematizar correctamente en la nueva reglamentación sobre MATEPSS postulada a efectos de evitar las consecuencias negativas que tanto la falta de rigor como la dispersión normativa pudieran provocar.






2.	La naturaleza del ente

Hace prácticamente dos décadas que doctrina y jurisprudencia vienen reflexionando sobre cuál es en verdad la naturaleza de estos entes, si pública o privada. En mi opinión, el planteamiento que cabe efectuar de esta problemática es doble: si hoy día resulta potencialmente permisible afirmar que las MATEPSS están sufriendo una mutación al ideal público, ¿ello es debido a que asumen competencias propias de un ente del mencionado talante o porque aun siendo sus funciones totalmente privadas tal carácter viene condicionado por la intervención del MTIN en su régimen constitutivo?

En lo que concierne a la primera tesis interpretativa, ya ha sido destacado en este trabajo que, a mediados de la década de los noventa del siglo XX, las MATEPSS reciben la competencia de colaborar en la gestión de la IT derivada de riesgos comunes; asimismo, se subraya que tal hecho supone un reconocimiento a la eficaz labor de estas instituciones. Ahora bien, continuando con la reflexión cualitativa sobre tal acontecimiento, esa novedosa atribución no deja de tener un perfil negativo, no escapa al símil de caramelo envenenado pues abre la puerta a una quiebra del principio de especialidad que degenera en una crisis de la naturaleza (privada) de las MATEPSS -la conocida como crisis de identidad- al tiempo que puede conllevar el dar al traste con la esencia (pública) que preside la actual política social en desarrollo del artículo 41 CE. Así las cosas y por dejar bien sentados los términos del debate: ¿el centro neurálgico de la discusión es el atinente a qué son las MATEPSS o el qué es lo que deben ser en base al ejercicio de sus competencias? En otras palabras, ¿se trata de una controversia puramente dogmática o más bien de corte empírico? Si se toma en cuenta la primera propuesta y simplemente leyendo la letra de la ley, nada ni nadie haría dudar del tenor netamente privatista de estos entes, pero si se inclina más el platillo de la balanza que representa la segunda opción, se abona el terreno para comenzar a especular sobre el carácter público de las MATEPSS o la recalificación parcial, en orden a lo privado, del sistema de Seguridad Social, aunque no necesariamente por ese mismo orden de importancia.

Respecto del segundo planteamiento, esto es, el hipotético carácter público de las MATEPSS por la influencia intervencionista de la Administración Estatal, lo cierto es que, inicialmente, la letra de la ley no es un valor seguro para resolver esta cuestión por cuanto ni en el artículo 68 TRLGSS ni en el artículo 2 RMATEPSS se menciona el calificativo de privado, pero sí, por el contrario, la necesidad de una presencia constitutiva por parte del MTIN que evidentemente salpica a la institución resultante de un halo de publicidad por la participación de, acaso, la principal cartera que integra la Administración Estatal en materia de Seguridad Social. Sin embargo, hay también quien sostiene que esa presencia ministerial es meramente de control y que lo que en verdad manda a la hora de valorar la naturaleza del ente, es el libre ejercicio del derecho de asociación regulado en el artículo 22 CE.

Sea como fuere y en estricta opinión personal, el tema no está definitivamente claro, al menos no todo lo que fuera deseable a estas alturas de la película. Por un lado, resulta que escasos años atrás las MATEPSS podían destinar, al menos hasta un cierto montante, medios personales y materiales adscritos al orden público a favor de la competencia privada; todo ello a cambio del abono de un canon en concepto de seguro​[41]​. Ulteriormente, el simple transcurso de los años, unido a la praxis al respecto, terminó degenerando en un más que constatado uso inapropiado de tales instrumentos sistemáticamente confirmado hasta el presente por los órganos de control de la Seguridad Social o por Tribunales como el de Cuentas o de Libre Competencia​[42]​. Todo ello a qué habría de llevar, pues a pensar que la solución al problema está en la privatización absoluta de las MATEPSS como paso previo a evitar las interferencias en la posible confusión de medios económicos. Ahora bien, por otro lado y como ya se comentó en el apartado concerniente a la influencia de las MATEPSS en el campo de la prevención de riesgos laborales, con la Ley 32/2010 se procura que estas entidades sólo puedan acometer en la materia mediante sociedades de prevención, aspecto que denota el hecho de que las MATEPSS deben quedar para la colaboración en la gestión de prestaciones de Seguridad Social y, por ende, con una clara tendencia a ser órganos públicos para evitar desavenencias.





En una sociedad como la actual comprometida muy a nuestro pesar por los dictados de una grave crisis financiera, no puede resultar extraño el que el principal condicionante que inspira la mayoría de los designios presentes y futuros de la política en materia de Seguridad Social sea el de mantener y mejorar, en la medida de lo posible, tanto la solidez como el cimiento contributivo del sistema, algo que así aparece reflejado, no bajo idéntica sintaxis sino en espíritu, a lo largo de numerosos parágrafos de la Ley 27/2011.

En este orden de cosas y en aquello que concierne a las MATEPSS, la disposición adicional decimocuarta del mencionado texto legal, en su apartado c), efectúa un llamamiento a favor de esta acometida pro equilibrio sobre las obligaciones económico-administrativas en las que, no obstante, los números en torno a las MATEPSS son claramente favorables en 2010, pues junto a la reducción en el ahorro por pago de prestaciones frente a contingencias derivadas de riesgo profesional equivalente a un 19,83 por cien en relación a 2009, se produce un espectacular incremento de dicha variable en el ámbito de la IT derivada de riesgo común que se sitúa en el 252,22 por cien​[43]​, circunstancia que posibilita alterar a mediados de 2011 el coeficiente aplicable a la cuota íntegra en concepto de cotización a efectos de financiación por las MATEPSS de la IT por riesgo común​[44]​.

Con asiento en lo que se acaba de exponer, parece que pintan bien las cosas en lo que concierne a la economía de las MATEPSS y más que posiblemente lo van a seguir haciendo, aunque a partir de 2011 ya haya que computar plenamente el presupuesto de la prestación por cese de actividad de los autónomos. Sin embargo, creo que no es oro todo lo que reluce. Si nos paramos a reflexionar con un cierto detalle sobre la base presupuestaria que fundamenta el régimen operativo de nuestras protagonistas, volveremos a aterrizar en un problema que no nos resulta desconocido por cuanto acaba de ser analizado en líneas previas: el presunto tránsito hacia la naturaleza de órgano público de las MATEPSS. Dos exponentes aporto para la prueba y, de paso, para la reflexión:

En primer término, conviene recordar que las MATEPSS se nutren, por un lado, de los recursos que le son propios con anterioridad a enero de 1967 pero, seguidamente y de manera más continua, de las primas de sus asociados; el inconveniente, si como tal hubiera que considerarlo, es que tales cuantías tienen la naturaleza de cuota de Seguridad Social y, por ende, talante plenamente público. Aquí está, como antes anticipaba, esa vuelta al punto de comienzo de una discusión que resulta cercana, mas no por ello menos complicada de resolver​[45]​. 

En segundo lugar y por si ello no fuese suficiente, para complementar tal argumentación se aprecia un tenaz intervencionismo desde la Administración estatal -a través de la Ley de Presupuestos Generales anual- que incide directamente en la línea de flotación del régimen financiero de estas instituciones. Como comprobante de esta circunstancia y por lo que concierne a la actual Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales​[46]​, destacar la disposición final tercera (apartado cinco) en cuya virtud se conmina a las MATEPSS a cubrir las reservas reglamentarias con su resultado económico (positivo) anual y, si hubiere remanente, poder destinarlo a fines generales de prevención y rehabilitación por riesgo profesional, disminución de la siniestralidad laboral o reducción de cotización por contingencias comunes en aquellas empresas que cumplan ciertos condicionantes de proporcionalidad en el coste/ahorro frente a IT​[47]​; resaltar también el apartado seis de idéntica disposición en cuya virtud se habilita al MTIN para la adopción de medidas cautelares cuando la MATEPSS no alcance el porcentaje mínimo de cuantía en sus reservas o sufra desequilibrio financiero que ponga en peligro su solvencia​[48]​ y, por último y en tercer lugar, subrayar las disposiciones adicionales sexta y quincuagésimo novena, que prevén, respectivamente, el tope de gasto según aplicaciones presupuestarias y las retribuciones de su personal.

Así las cosas, coincido con el legislador de la reforma en el firme propósito de una regulación más clara de estas cuestiones a fin de preservar, con carácter general, la naturaleza privada de las MATEPSS y, más en particular, los aspectos positivos sobre actual financiación que se puedan salvar además de tratar de enmendar aquellos otros que pudieran ser más problemáticos como, por ejemplo, el patrimonio histórico de las MATEPSS, respecto del que la Intervención General de la Seguridad Social muestra su desconfianza en relación a ciertas partidas financieras​[49]​ o también la inseguridad que, financieramente, ocasiona el tener que revisar cada año una variables económicas que a menudo no es que influyan, es que son la vida de la institución.

4.	El derecho de participación

Aunque no se haya oído hablar mucho del tema, nos hallamos ante uno de los planteamientos más importantes propuestos a reforma en el régimen jurídico de las MATEPSS. El proyecto de ley que ve la luz en el mes de abril, presentaba lo que habría de ser la composición de sus órganos directivos; pues bien, la Ley 27/2011 no sólo reproduce idéntico condicionante, sino que, además, aporta un nuevo pilar para la futura reglamentación que incide en la siempre controvertida cuestión de la participación de los trabajadores en la unidad productiva​[50]​. Éste es, precisamente, el planteamiento temático que merece una reflexión más detenida.

El derecho de participación, se reconoce genéricamente en el artículo 129.2 CE; ulteriormente, tiene su plasmación, ya como derecho básico del trabajador, en el artículo 4.1.g) ET. La pregunta, llegados a este punto, es la de qué hay que entender por participación de los trabajadores en la empresa, una cuestión que desde la perspectiva dogmática no ha tenido siempre la claridad que hubiese merecido y que, por tanto, justifica una reflexión de cara al futuro a corto plazo, no sólo pensando en un interés general sino también específico en aquello que atiende a la posible refundación del edificio jurídico de las MATEPSS.

Hay que comenzar por señalar, rememorando en este punto a la más reciente doctrina autorizada​[51]​, que la semántica del término participación ha sido empleada con un patrón tan genérico y arbitrario que, a la postre, ha perdido su razón de ser y, por ende, su eficacia. Originariamente, el planteamiento espiritual de la figura obedece a una concepción política que se apoya en una fracción de poder delegado a los trabajadores por la empresa pues, al fin y al cabo, ambos participan del mismo interés productivo. Sin embargo, cuando tratamos de descender a la práctica, esto es, cuando se trata de plasmar una exégesis técnico-jurídica, se produce una tradicional bifurcación en cuya base la participación puede ser, en primer lugar, el presupuesto que identifica la representación unitaria de los trabajadores en la empresa o, en segundo término, un exponente no ya de mera habilitación sino de propiedad de la propia empresa y que se materializa en la presencia de apoderados de los trabajadores en el órgano de gobierno de todas aquellas unidades productivas que adopten la forma de sociedad​[52]​. Planteado esto mismo en otros términos al albor de un enunciado interrogativo: ¿Cuándo los trabajadores ejercen los múltiples derechos subjetivos que comportan el contenido esencial del derecho de participación, el objetivo que realmente subyace en el trasfondo de la operativa es el de trabajar codo con codo junto al empresario en pro de unos intereses comunes o más bien el de defensa a ultranza de sus intereses? Quizá más sencillo aún ¿es el ideal de la cooperación o el del conflicto el que mueve los hilos de la participación?





Muchos son los planteamientos temáticos que se pueden efectuar; demasiados también los interrogantes que hay en juego y, sin embargo, ciertamente escaso o de endeble valor el colectivo de respuestas que hasta el presente se han aportado. El sistema jurídico de las MATEPSS no merece esta atonía, desidia en determinados segmentos de tiempo, por cuanto se trata de una realidad institucional valiente a lo largo de su ciclo vital de más de un siglo y con un futuro prometedor por asentar, si es que así el legislador lo desea, no tanto por un simple parcheado de la normativa actual cuyo fin haya de ser el de formatear un nuevo peldaño en la siempre complicada y estéril escalera de las reformas en cascada, sino decididamente en el escudriñamiento de la realidad social que se ve acotada en el presente.

Resulta un axioma el aseverar que el centro neurálgico no sólo de la esencia sino además del marco jurídico objetivo de las MATEPSS, es aquel que señala a su régimen competencial en la influencia que el mismo ejerce sobre la naturaleza de tales entidades. A comienzos del siglo XX, las MATEPSS nacen para amparar la responsabilidad del empresario ante posibles contingencias acontecidas en el devenir de la relación profesional; en la década de los sesenta y coincidiendo con la implantación del sistema de Seguridad Social, extienden su cometido al ámbito de la cooperación respecto de la prestación por IT enraizada en riesgos comunes, aspecto que remarca su desnaturalización a favor del tenor público hasta que, finalmente, a mediados de la década de los noventa, completan su cuadro instrumental con la opción de percutir en el espacio de la seguridad y salud en el trabajo en condición de servicio de prevención ajeno. Así las cosas, el problema estaba encima de la mesa: ¿en la naturaleza de las MATEPSS pesa más una supuesta tendencia a la público en base a su originaria y prioritaria tarea de colaboración en la gestión del sistema de Seguridad Social, o por el contrario ayuda a subrayar su esencia privatista la actividad de control en materia de prevención de riesgos laborales pues, a priori, afecta al círculo de empresas integradas en la MATEPSS?

Es lo cierto que, a lo largo de esta investigación, lejos de hallar una respuesta nítida a tal interrogante, se han confirmado e incluso incrementado las expectativas de recelo a lo que cabría identificar como un final feliz a la contienda. En efecto, se comprueba que, por ejemplo y en materia de prevención de riesgos laborales, desde noviembre de 2010 las MATEPSS han perdido gran peso en la prerrogativa a salvo de la conexión (patrimonial) que todavía parece las vincula a las sociedades de prevención; si ello se confirmare con la reglamentación futura, el cometido de auxilio de las MATEPSS volvería a tener más peso en lo público que en lo privado, pues prácticamente se limitaría a coadyuvar en la administración del sistema (público) de Seguridad Social. Además, dentro de esta específica función que se acaba de referir, la duda sobre si la aptitud del gobierno de la IT auspiciada en riesgo común es germen suficiente, o no, para que su naturaleza mute a favor de lo público, presenta, a día de hoy, un cúmulo de respuestas y no precisamente unánimes amparadas en postulados doctrinales y fallos jurisprudenciales que contribuyen en productividad intelectual pero no cierran la discusión.

Éste es, en mi modesta opinión, el pasado y el presente de la temática; sin embargo y para ser plenamente consecuente con el título que identifica este trabajo, la reflexión de mayor notoriedad es sobre el futuro de la misma. Las MATEPSS son entidades que vienen desarrollando una preciada labor en un amplio y diversificado campo de actuación y creo que en el futuro ha de ser aún más relevante​[54]​; ahora bien, esa eficacia depende de una nueva institucionalización, en términos de normativa reguladora, de su régimen jurídico, pues actualmente hay muchas leyes que influyen en su operativa de manera colateral, así como muchos fallos de la jurisprudencia ordinaria e incluso la constitucional que pueden servir a la causa de manera transitoria pero no deben representar la perpetuidad de una construcción jurídica cuyo sentido y apoyo ha de residir en la legislación parlamentaria. Así las cosas, estoy a favor de esa novedosa normativa que engrane el juego de una nueva dimensión para las MATEPSS -frente a lo que ha representado hasta ahora una tendencia​[55]​- cuya valía viene acreditada por la historia más reciente y su futuro reflejado en un lúcido porvenir -cupiera esperar- a corto plazo.

Las reflexiones más recientes al respecto de esta temática, plasman su huella en el documento sobre diálogo social bipartito que en fecha 9 de enero de 2012 suscriben y remiten al Gobierno de la nación las principales organizaciones representativas tanto de empresarios como de trabajadores. A mi modo de entender y en aquello que concierne a las MATEPSS, los agentes sociales no plasman un acuerdo, como pretender hacer ver, sino que apuntan al Gobierno en pro de una legislación fundamentada, eso sí, en un cúmulo de condicionantes que a ellos les parecen oportunos; sin embargo, más allá de ello, el documento deja mucho que desear. En síntesis, el anexo 3 del documento en cuestión es, salvo apuntes formales, una trascripción literal de la disposición adicional décimo cuarta de la Ley 27/2011 con la salvedad que representan, como honrosa excepción, dos apuntes de novedad cualitativa: la previsión nº 3 sobre fomento del ámbito preventivo de riesgos laborales, gestión de Enfermedad Profesional y mejora de las relaciones triangulares a efectos de IT -aspecto éste último del que los propios agentes manifiestan expresamente su discordancia en materia de altas y bajas de procesos gestados en riesgo común- y la estipulación nº 5 que desarrolla con una cierta amplitud las previsiones de la disposición adicional décimo cuarta (apartado d) Ley 27/2011 en materia de gobierno de la asociación, aspecto que, quizá, constituya el aporte de mayor enjundia del documento en cuestión. Por lo demás, el tenor que ya ha sido anticipado; los representantes de las partes aconsejan al ejecutivo a que sea quien legisle sobre la base condicional de un segmento temporal (7 meses) y al amparo de nuevas expectativas de negociación tripartita, esta vez, que supuestamente faciliten un acuerdo, sin embargo ello no refleja un paso adelante en la actitud participativa de los principales protagonistas, no al menos hasta el nivel que es dable esperar teniendo presente que están en juego grandes ideales y presupuestos temáticos del más contemporáneo perfil jurídico laboral y de protección social.
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